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AUTO 
 
          Que dicto, Luis Aláez Legerén, Magistrado-Juez del Juzgado de 
Instrucción nº 3 de los de esta ciudad; en Santiago de Compostela, a 18 de 
diciembre  de 2013. 

HECHOS 
 
            PRIMERO.- El día 4 de diciembre de 2013 se presentó por la 
procuradora Dª. María Teresa Outeiriño Acuña, en nombre y representación de 
la mercantil QBE INSURANCE (EUROPE) LIMITED, SUCURSAL EN ESPAÑA, 
un escrito suplicando que se tuviese por nombrado a D. Fran Heijnen como 
perito, a costa de dicha parte, acordando su admisión para que intervenga en el 
acto pericial acordado por el juzgado, por auto de fecha de 6 de agosto de 
2013, con las mismas facultades, contenidas en el referido auto, para el 
ejercicio de su función que el resto de peritos que participen en el mentado acto 
peicial. 
 

SEGUNDO.- En fecha de 11 de diciembre de 2013 se presentó por el 
procurador D. Juan José Belmonte Pose, en nombre y representación de 
Francisco José G.A., un escrito suplicando para que se requiriese nuevamente 
a ADIF, y a través de la persona de su presidente, para que cumplimentase lo 
requerido por auto de fecha de 13 de noviembre de 2013. 
 

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 
 

PRIMERO.- Efectivamente por auto de fecha de 13 de noviembre de 
2013 se acordó requerir al ADIF que aportase al juzgado los estudios, informes, 
evaluaciones de riesgo, etc,…, que  determinaron norma recogida en el  Anexo 
nº 2 al capítulo 9 del Manual de Circulación de 26 de mayo de 1997 de la 
Dirección de Protección Civil y Seguridad en la Circulación;  y es lo cierto que 
con la contestación recibida a dicho requerimiento el día 29 de noviembre de 
2013 no se acompaña ningún informe, estudio etc. 

 
Entre la documentación remitida se aporta, el capítulo 9 del Manual de 

Circulación de 3 de febrero de 1997 dedicado al ASFA, en cuyo contenido se 



incluye el de  la Carta Circular de Reglamentación nº 81 de 1 de septiembre de 
1991, y los anejos nº 1 y 2 de 3 de febrero y 26 de mayo de 1997. La razón de 
aquella norma excepcional, luego transpuesta al Reglamento General de 
Circulación en el citado Capítulo 9 y posteriormente con adaptaciones a través 
de normas complementarias a los Anejos nº 1 y 2, no es otra, según la 
literatura del capítulo 9 del Manual de Circulación,  que la previsión de una 
actuación incorrecta de los maquinistas ante situaciones reguladas como 
limitaciones temporales de velocidad y darle una respuesta no amparada por el 
Reglamento: relacionar las señales  temporales de limitación de velocidad con 
el sistema ASFA pues así  se aumenta la seguridad en la circulación porque de 
ese modo se disminuye o anula, según los casos, el posible fallo humano al 
asegurar automáticamente la detención del tren en caso de actuación 
incorrecta del maquinista. 

 
Pues bien, con aquella solicitud de información acordada  en fecha de 13 

de noviembre de 2013 lo que se pretendía era conocer cuáles fueron los 
factores  que llevaron  a la conclusión de la previsibilidad de una actuación 
incorrecta del maquinista ante una limitación temporal de velocidad y el peligro 
que para la vida e integridad física ello podía suponer y que movió a los 
responsables de la seguridad en la circulación a considerar que el modelo de 
seguridad previsto reglamentariamente era insuficiente y, en consecuencia, a 
establecer unas nuevas pautas para controlar o neutralizar ese riesgo que se 
asumió como no permitido. Y la respuesta se dice en la información facilitada 
por el ADIF que se encuentra en el estudio y análisis realizado por las 
Comisiones de Seguridad en la Circulación de Renfe en el año 1990-91 pero 
no se aporta documentación alguna en la que esos estudios y análisis se hayan 
plasmado; por lo que procede requerir al ADIF para que aporte copia de las 
actas de las reuniones de  esas Comisiones  y de cualquier otra documentación 
en la que se plasme la conciencia de la necesidad de la mentada norma 
excepcional. 

 
Sin duda alguna, como ya se adelantaba en aquella resolución del día 

13 del mes pasado, la previsibilidad de una actuación del maquinista no 
acomodada a una limitación de velocidad puede diferir en función de la 
temporalidad o permanencia de la misma. Pero como también se indicaba 
entonces el avance de recomendaciones efectuado por la Comisión 
Investigadora de Accidentes Ferroviarios unos días después del accidente de 
24 de julio de 2013 (señalizar en la vía reducciones de velocidad como la 
impuesta para afrontar la curva de A Grandeira y que se implanten balizas 
ASFA que frenen al tren en caso de rebasar la velocidad con la que debe entrar 
en el tramo siguiente), asumidas por el ADIF, a la luz de la lectura de las 
citadas normas extraordinarias o complementarias y de la dictada el día 13 de 
agosto de 2013 (Anexo 4º al capítulo 9 del Manual de Circulación), permite 
inferir que los técnicos de la Comisión y el ADIF relacionan en posición de  
igualdad las situaciones de peligro generadas por las imposiciones 
permanentes y temporales de reducciones significativas de velocidad, y, por 
ello, que pudiese concluirse que la respuesta reglamentaria y correlativa en la 
vía para las primeras al tiempo del accidente, desde el punto de vista de la 
seguridad, no era adecuada, como debía ser conocido por los responsables de 
la seguridad en la circulación.  

 
Para llegar a tal conclusión no se toma en consideración, sin más, lo que 

se estima razonable tras un análisis posterior al accidente de 24 de julio de 
2013 de sus circunstancias. El mal o perjuicio ocasionado por un exceso de 
velocidad al afrontar la curva (muertes y lesiones de los ocupantes del tren) era 
algo  que debía ser previsible previamente a dicho accidente  por los 
responsables de la seguridad en la circulación, que éstos podían evitar y, dada 
tal previsibilidad y posibilidad, tenían la obligación de evitar la producción del 



indicado mal o perjuicio. Antes de este accidente, al menos, desde el año 2008, 
conforme a los informes de la Comisión de Investigación de accidentes 
Ferroviarios –de acceso público-,  se han producido seis  descarrilamientos de 
trenes en tramos en curva regulados por limitaciones de velocidad permanente 
y provocados siempre, según aquella Comisión, por una conducción incorrecta 
del maquinista por exceso de velocidad (investigaciones nº 29/2008, 13/2009, 
28/2010, 6/2012 y 12/2013). A ellos incluso podría sumarse, por paralelismo,  el 
del accidente del Metro de Valencia del año 2006 –asimismo de conocimiento 
público o general- en el que también se señaló por los técnicos la misma 
causa. Y desde esta perspectiva se proyecta que la repetición reiterada de 
actuaciones inadecuadas por excesos de velocidad de los maquinistas en 
tramos en curva con resultados de descarrilamientos parece que debiera haber 
cristalizado en máximas de experiencia en el sector ferroviario que puedan 
considerarse fuentes del deber de cuidado; es decir, esa repetición reiterada de 
actuaciones inadecuadas por los maquinistas en tramos en curva protegidos 
con la normativa reglamentaria sobre limitaciones permanentes de velocidad, 
con posibilidad de muy graves consecuencias, como las del descarrilamiento 
del día 24 de julio de 2013, debía haber llevado a los responsables de la 
seguridad en la circulación a la obligación de estudiar y analizar esos 
supuestos concretos de conductas de los maquinistas que ponen en peligro los 
bienes esenciales ya mencionados para establecer las medidas apropiadas 
para disminuir  o eliminar el riesgo de producción de accidentes  por excesos 
de velocidad en tramos peligrosos por el trazado de las líneas paliando en la 
medida de lo posible sus consecuencias, y la información disponible en la 
causa no permite llegar a tal conclusión sino más bien a la contraria. 

 
Ninguna duda existe que la presencia del delito imprudente exige la 

infracción de una norma objetiva de cuidado. Y precisamente lo que se trata de 
fijar es la existencia o no de una norma objetiva de cuidado en la circulación 
ferroviaria antes del accidente del 24 de julio de 2013, tal como la asociación 
de balizas ASFA de frenado automático en las imposiciones permanente de 
reducciones significativas de velocidad, cuya infracción resulta absolutamente 
imprescindible, como se decía, para la existencia del delito imprudente. Y a tal 
planteamiento no supone obstáculo el hecho de la existencia del Reglamento 
General de Circulación  ni la presencia de una conducta cumplidora de la 
correspondiente norma reglamentaria porque el fundamento jurídico del deber 
objetivo de cuidado puede radicar además de en las normas reglamentarias en 
las reglas obtenidas de la experiencia y así se expresa explícitamente esa 
normativa reglamentaria citada en la medida que prevé la existencia de normas 
de cuidado que puedan diferir de lo reglamentariamente ordenado en atención 
a que el Reglamento al haberse dictado con anterioridad a la evolución técnica 
en el sector puede prescribir unos métodos y técnicas distintas, desfasadas o 
insuficientes y ordena a aquellos responsables que las traduzcan en normas 
reglamentarias, tal como han hecho por ejemplo en materia de limitaciones 
temporales de velocidad. 

 
En fin a formar juicio sobre tal extremo, es decir, determinar o fijar la 

existencia de una norma de cuidado que difiera de lo reglamentariamente 
ordenado en materia de cambios o limitaciones permanentes de velocidad se 
presenta oportuno el examen de aquellos estudios y análisis así como contar 
en la causa con los informes elaborados por la Comisión Investigadora de 
Accidentes Ferroviarios con motivo de la investigación de descarrilamientos de 
trenes en tramos en curva desde la publicación del Reglamento General de 
Circulación de 2006. 

 
SEGUNDO.- Por otra parte, examinada la documentación aportada 

sobre la condición de D. Fran Heijnen  se admite su intervención en los actos 
periciales, debiendo prestar, con carácter previo, conforme al art. 474 de la 



LECRIM, juramento o promesa de proceder bien y fielmente en sus 
operaciones y de no proponerse otro fin más que el de descubrir y declarar la 
verdad. 

 
En atención a las precitadas normas y razones expuestas  
  
 

DISPONGO 
  
         Que debo acordar y acuerdo: 
 

1º.- Requerir al representante del ADIF en juicio , a través de su 
representación procesal, para que en el plazo de diez días, a partir de la 
notificación de la presente resolución, aporte al juzgado: 

 
a) Copia de las actas de las reuniones y demás documentación que 

recoja los estudios y análisis realizados por las Comisiones de 
Seguridad en la Circulación de Renfe en el año 1990-91 que 
determinaron la necesidad de relacionar con el sistema ASFA las 
señales temporales de limitación de velocidad y dieron lugar  la 
Carta Circular de Reglamentación nº 81 de 1 de septiembre de 1991, 
y los anejos nº 1 y 2 de 3 de febrero y 26 de mayo de 1997 del 
capítulo 9 del Manual de Circulación de 3 de febrero de 1997 
dedicado al ASFA. Y, asimismo, cualquier documentación que 
almacene los posibles estudios, debates y análisis de las conductas 
de los maquinistas ante cambios o limitaciones permanentes de 
velocidad. 

b) Copia de los informes elaborados por la Comisión Investigadora de 
Accidentes Ferroviarios con motivo de la investigación de 
descarrilamientos de trenes en tramos en curva desde la publicación 
del Reglamento General de Circulación de 2006 hasta el día 24 de 
julio de 2013. 

 
3º.- Admitir la intervención de D. Fran Heijnen  en los actos 

periciales , previo juramento o promesa de proceder bien y fielmente en sus 
operaciones y de no proponerse otro fin más que el de descubrir y declarar la 
verdad. 

 
 

 Notifíquese la presente resolución a las partes y al Ministerio Fiscal. 
Contra la misma podrá interponerse recurso de reforma en plazo de tres días y 
subsidiario de apelación o directamente recurso de apelación en el plazo de 
cinco días para la Audiencia Provincial de A Coruña.  
 
 
                                              Así lo acuerdo y firmo. Doy fe.   
 
  
 


